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aplicación al supuesto que nos ocupa lo prevenido en el articu.I0 20
de la Ley Hipotecaria en relación con el articulo 38 de la misma:

1.° Porque los bienes adjudicados privativamente a cualquiera
de los cónyuges, procedentes por su liquidación de la sociedad de
gananciales, DO se inscriben nueVamente a favor de.persona
totalmente distinta a aquélla a cuyo favor lo estaban pleVUlmCJ?te.

2.° Porque lo establecido en el articulo 1.317 del Código. CIvil
se impone sobre lo dispuesto. por su pane, por los atados
preceptos hipotecarios, por haber sido promu1gado~ los preceptos
de naturaleza civil posteriormente a aquéllos y col1S1derarse, por lo
tanto, deropdos en 10 que resulten ~ontradietorioscon los precep­
tos civiles, en virtud de lo establecido en el artículo 2, párrafo 2.
° del Código Civil. Que la doctrina contenida en las. Resoluciones
de la Dirección General de los Registros y del Notanado de 6 y lO
de noviembre de 1981, aparece actualmente superada por la
contenida en las Resoluciones de dicho Centro directivo de 28 de
marzo y 15 de abril de 1983. Que parece claro que será la autoridad
judicial que conoce del procedimiento en que se ~claman los
créditos, la única competente para ordenar que ~e dIchas deU~5
responden los bienes que se intepban en la SOCiedad económica.
aunque registralmente es~n ya tnscritos a favor del cónyuge DO
demandado. Que. precisamente, el Juez que conoce de 105 autos, ha
entendido que por tratarse de una deuda contraída duratl;te la
vigencia de la sociedad d,e gananciales ~ a cargo de. la misma,
procede que se ha¡¡a erecuva sobre los bienes ·que la mtegraban,
aunque ya estén mscritos a nombre del cónyuge del deudor
demandado.

1I Y403 del Código Civil). Ahora bien, si la partición está ya
consumada, 10 único que les queda a los acreedores es la lmp~gr:'a­
ción en los términos que la Ley prevé (cfr. arto 403 del CódIgo
Civil). Si del ReJistro resulta que la ~iedad d.e gananci~le~ no sólo
está disuelta 5100 que el patrimomo comun está hquuiado y
partido, los acreedores privativos de un c6n~ge sólo. pueden
embargar los bienes que mtegran el lote o porctón matenal que a
ese cónyuge baya corr~¡>ondidoen la l"':':iClón (a salvo las.poSIbles
acciones de unpu¡naclon de la parUclón que, en su dla podrá
provocar anotación preventiva de demanda).

4. Nos encontramos pues, en el presente ~, ~on un manda­
miento de embargo sobre fincas que aparecen Inscntas a favor de
una persona que según el mismo mandamiento. no es la persona
demanda. procede, pues. la denepción en aplicación de los
principios de tracto sucesivo y legitImación Y. en concreto, de las
prescripciones establecidas en los articulas 20.y 38 de la Ley
Hipotecaria y 140-1.° del Reglamento Hlpotecano.

Esta dirección General ha acordado confirmar el auto apelado.

Lo que. con devolución del expediente original, comunico
a V. E. para su conocimiento y demás efectos.

Madrid. 16 de febrero de 1987.-El Director general, Mariano
Manin Rosado.

Excmo. Sr. Presidente de la Audiencia Territorial de Madrid.

MINISTERIO DE DEFENSA

Excmos. Sres.: En el recurso contencioso-administrativo
seguido en única instancia ante la Sección Segunda de la Audiencia
Territorial de Madrid, entre partes, de una. como demandante, don
Luis Rolclán Rodríguez, qUien postula por sí mismo, y de otra,
como demandada, la Administración Pública, representada y
defendida por el Abosado del Estado, se ha dictado sentencia con
fecba 27 de abril de 1983 cuya parte dispOllitiva es como sigue:

«Fallamos: Que rechazando las causas de inadmisibilidad que
se han alesado por el Abosado del Estado y dando lusar, en parte,
a! recurso contencioso-administrativo interpuesto por el Procura­
dor don Julian Zapata Díaz, en representación de don Luis Rolclán
Rodríguez; el Procurador don .Francisco Martinez Arenas, en
nombre de don Francisco Romero Martínez y otros relacionados al
principio de esta demanda, y el Letrado don Tomás Garcia Leñn,
en su propio nombre, debemos condenar y condenamos al Patr~
nato de Casas Militares a Que haga entrega a 105 beneficiarios del
25 por lOO del importe obtenido por la venta de los locales
comerciales, sótanos y aparcamientos, una vez deducidas las
cantidades invertidas tanto en su construcción como la correspon·
diente al solar, y desestimando el recurso en todo lo demás,
debemos declarar y declaramos no haber lugar a las demás
peticiones formuladas en los suplicas de las demandas acumuladas,
ni a la anulación de las resoluclOnes impugnadas en cuanto a estos
últimos extremos por ser confonnes al ordenamiento jurídico,
Quedando únicamente anuladas en los puntos que no admiten el
abono del 25 por 100 citado. Todo sin hacer condena en costas.

ASÍ por esta nuestra sentencia, lo pronunciamos, mandamos y
firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley
reguladora de la JwUdiccíón Contencioso-Administrativa de 27 de
diciemb1'C de 1956, Y en U:!O de las facultades que me confiere el
artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa número 54/1982,
de 16 de marzo, dispon¡o que lO cumpla en lIUS propios términ",
la expresada sentencia.

Dios Juarde a vv. EE. muchos años.
Madrid, 9 de febrero de 1987.-Por delegación, el Director

general de Personal, José Enrique Serrano Martíne..

Excmos. SreI. Subsecretario de Def..... y Presidente del Patronato
de Casas Militares.

RJNDAMENTOS DE DERECHO

Vistos los articulos 392, 403, 1.083, 1.317, 1.365, 1.373 Y 1.410
del Código Civil; 20 y 38 de la Ley Hipotecaria; 140, 1.0; 144, y
166_2.° del Reglamento Hipotecario y las Resoluciones de 6, 10 Y
19 de noviembre de 1981.

l. El Registrador deniega la actuación del mandamiento de
embargo porque las fincas a que afectan constan inscritas como
privativas de la mujer en virtud de adjudicación en la liquidación
~ la sociedad de Il"""nciales disuelta. En el embar¡¡o concurren las
ClI'CunstanCl& SUlwentes:

1.° La deuda reclamada babia sido contraída por el marido,
como avalista de unas letras de cambio, sin que conste en el
mandamiento que la deuda fuera de aquellas de que hayan de
responder los bienes gananciales.

2.° Constaba al interesado, cuando solicitó el embargo en
ejecución de sentencia dietada en juicio declarativo, que las fincas
estaban ya inscritas a nombre de la mujer. la cual nunca fue
demandada si bien si notificada de la existencia del procedimiento,
con posterioridad a la solicitud del embar¡¡o.

2. No constando que de la deuda hayan de resronder los
bienes gananciales, rige el principio establecido en el articulo 1.313
del Código Civil: «cada cónyuge responde con su patrimonio
personal de las deudas \"Opio••• y lri bien este mi.mo precepto
prevé que el acreedor pnvativo puede pedir el embargo de bienes
gananciales concretos, no cabe, para conseguir, una vez disuelta la
sociedad de gananciales, el embar¡o directo de un bien ganancial
concreto, invocar el principio según el cual «1a modificación del
régimen económico matrimonial realizada durante el matrimonio
no perjudicará en nin¡¡ún caso los derechos ya adquiridos por
tercero.,. (arL 1.317 del CódC>' JlUC' los acreedores privati­
vos del marido no tienen el adquirido a embargar bienes
sananciales concretos, ya que del mismo articulo 1.373 del Código
Civil 'e desprende que el que el embargo haya de recaer sobre
bienes sananciales concretos o sobre la parte que al cónyuge deodor
correspondan en el conjunto de 1", bienes gananciales es alJo que
depende de la voluntad del cónyuge del deudor, y que, de eX1stir ya
disolución de la sociedad de gananciales, el embargo sólo es posible
sob1'C la parte que ostente el cónyuge deudor en la sociedad de
sana~ial.., •

3. Una vez .muelta la sociedad de gananciales, cabe, pues, el
embar¡¡o de la parte que al marido deudor oorresponda eo la
sociedad de gananciales, al modo que por deudas privativas de un
heredero cabe el embargo de la parte que al heredero corresponda
en una herencia (cfr. arL 166-1.°_11 Reglameoto Hil'!'teeario).
Téngase en cuenta 'lue las reaIas de la partición y Iiqwdacíón de
herencia ri&en tambiéo en la I,l!!rtíción y Ii'luidación de gananciales
(cfr. art. 1.410 del Código Civil) y según ellas para la determinación
del lote de bienes que corresponde a cada coheredero (o, por tanto
a marido JI. mujer en la partición de ",nanciales) no es necesaria la
intervenClón de los acreedores privauvos. Estos pueden, >i quieren,
intervenir a su costa en la parI1ción para evitar que ésta se basa un
fraude o perjuicio de sus derechos (cfr. arL 1.083 del Código Civil)
y opOnerse a la división que se hasa sin SU concurso (cfr. arts. 392-

5152 ORDEN 713/38076/1987. de 9 de febrero. por Úl que
se dispone el cumplimiento de fa sentencia de la
Audiencia Territorial de Madrid dictada con/echa 27
de abril de 1983, en el recurso contencioso-administra­
tivo interpuesto por don Luis Roldán Rodnguez y
otros.


